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E
l Pleno del Tribunal Constitucional (TC) 
se ha pronunciado en la Sentencia 98/2004,
de 25 de mayo, en relación con el recurso 
de inconstitucionalidad número 1.297/97,

promovido por el Presidente del Gobierno contra el
artículo 51 de la Ley del Parlamento de Canarias
5/1996, de 27 de diciembre, de Presupuestos generales
de la Comunidad Autónoma de Canarias para 1997.
Ha sido ponente el presidente de esta alta institución,
Manuel Jiménez de Parga.

Fijación autonómica 
de precios de referencia

Resolución del Tribunal Constitucional 

Á M B I T O  F A R M A C É U T I C O

V e n t a n a  j u r í d i c a

La Comunidad Autónoma

de Canarias, en la Ley de

Presupuestos Generales

para 1997, introdujo la

fijación de los precios de

referencia de las

especialidades

farmacéuticas. En el

presente artículo la autora

analiza la sentencia del

Tribunal Constitucional, que

considera ajustado a la

Constitución que las

comunidades autónomas

fijen precios de referencia,

siempre que respeten los

mínimos establecidos en la

norma básica estatal. La

sentencia incluye votos

particulares en contra de 

la resolución suscritos por 

5 magistrados del alto

tribunal. 
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Posicionamiento de las partes

El Abogado del Estado considera en su escrito que el ar-
tículo 51 de la Ley del Parlamento de Canarias 5/1996,
de 27 de diciembre, de Presupuestos generales de la Co-
munidad Autónoma de Canarias para 1997 (tabla 1),
vulnera 3 títulos competenciales del Estado (artículo
149.1.1.ª, 16.ª y 17.ª CE) (tabla 2) al regular la comuni-
dad autónoma la financiación pública de los medica-
mentos a través de la fijación de los precios de referencia
de las especialidades farmacéuticas, materia que conside-
ra reservada al Estado por mandato constitucional. 

El Gobierno Canario, por el contrario, niega la in-
constitucionalidad del precepto impugnado, porque
entiende que se limita a desarrollar lo dispuesto en la
normativa estatal dentro de los límites competenciales
que la comunidad autónoma tiene en la materia. A su
vez, el Parlamento Canario sostiene la constitucionali-
dad del precepto impugnado, al entender que la norma
presupuestaria tiene como finalidad la mejora de la
gestión de los recursos públicos a través de la conten-
ción del gasto relativo a las prestaciones farmacéuticas
dispensadas en el Servicio Canario de Salud.

Pronunciamiento del TC

La primera cuestión a resolver por el TC consiste en
determinar a qué materia corresponde el objeto de la
controversia, puesto que las partes mantienen diferentes
posturas y lo incardinan en diferentes títulos compe-
tenciales (estatal o autonómico).

El TC considera que la fijación de los precios de re-
ferencia no puede encuadrarse en el título competen-
cial relativo a la legislación de productos farmacéuticos
incluido en el artículo 149.1.16.ª CE, de competencia
exclusiva del Estado, porque la norma canaria no regu-
la el medicamento en sus aspectos relativos a fabrica-
ción y comercialización, sino que lo contempla en su
condición de prestación sanitaria del Sistema Nacional
de Salud (SNS) y lo regula en relación con el acceso a
la prestación farmacéutica en condiciones de igualdad.

El TC continua con su análisis y procede al estudio
del artículo 149.1.17.ª CE con objeto de apreciar si la
fijación de los precios de referencia se puede enmarcar
en el concepto de régimen económico de la Seguridad
Social. Llega a la conclusión que la fijación del sistema
de financiación pública de medicamentos como presta-
ción del Sistema Nacional de Salud no debe enmarcar-
se en el epígrafe Seguridad Social (del artículo
149.1.17.ª), porque la norma canaria no afecta al régi-
men económico de la Seguridad Social, ni a sus recur-
sos financieros, ni a la caja única, ya que está descentra-
lizada la gestión de los servicios sanitarios y se han tras-
pasado los servicios y funciones de la Administración
del Estado en materia de Sanidad a las comunidades
autónomas, junto con una nueva forma de financiación

➤

de la asistencia sanitaria ratificada en la Ley de Cohe-
sión y Calidad del SNS. 

El TC desestima la posible vulneración del artículo
149.1.1.ª CE, en relación con el derecho a la protección
de la salud del artículo 43 CE, por falta de referencias
del Abogado del Estado sobre los preceptos legales con-
cretos de la normativa estatal que considera vulnerados.

Art. 51. Precios de referencia en especialidades
farmacéuticas.

• 1. El Gobierno de Canarias podrá regular gradualmente
y por grupos de medicamentos, en el ámbito del
Servicio Canario de Salud la fijación de precios de
referencia en relación a las especialidades
farmacológicas equivalentes, a los efectos previstos
en el apartado siguiente.

• 2. Publicadas esas normas de regulación y con relación
a los medicamentos en ellas incluidas, la prescripción
por los facultativos del Servicio Canario de Salud de
especialidades farmacéuticas, cuyo importe exceda
de los precios de referencia fijados por orden
departamental requerirá de un informe
complementario por el facultativo en el que se
justifique, desde el punto de vista terapéutico, la
elección de la especialidad prescrita con preferencia
al resto de los productos registrados que contengan
idéntico principio activo y cuyo importe sea igual o
inferior al precio de referencia. Este informe deberá
ser aprobado por el órgano competente del Servicio
Canario de la Salud que, al efecto, se determine por
orden departamental, como requisito para la
financiación pública de la especialidad prescrita en
cuanto al exceso de su importe sobre el precio de
referencia.

• 3. El Consejero de Sanidad y Consumo dictará las
normas precisas para la aplicación de lo dispuesto 
en el presente artículo. 

Tabla 1. Ley del Parlamento de Canarias 5/1996, 
de 27 de diciembre, de Presupuestos 
generales de la comunidad autónoma para 1997

Art. 149.1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre
las siguientes materias.

• 1.   La regulación de las condiciones básicas que
garanticen la igualdad de todos los españoles 
en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento
de los deberes constitucionales. 

• 16. Sanidad exterior. Base y coordinación general de la
sanidad. Legislación sobre productos farmacéuticos. 

• 17. Legislación básica y régimen económico de la
Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución 
de sus servicios por las comunidades autónomas. 

Tabla 2. Competencias exclusivas del Estado en materia
de sanidad según la Constitución Española



En consecuencia, el TC considera que el precepto
impugnado se encuadra en el ámbito material de la Sa-
nidad del artículo 149.1.16ª CE, ya que el Sistema Na-
cional de Salud tiene por objeto y finalidad garantizar la
protección de la salud de los ciudadanos, y proporcio-
nar a todos los ciudadanos una serie de prestaciones de
atención sanitaria, entre las que figura la prestación far-
macéutica. Concretamente, el precepto impugnado se
refiere a esta prestación al regular uno de los aspectos
que garantizan el acceso a ella, como es la financiación
pública selectiva de medicamentos. No se circunscribe
en el concepto de asistencia sanitaria proporcionada por
la Seguridad Social, sino, a la financiación pública de
una prestación sanitaria proporcionada por el Sistema
Nacional de Salud con carácter universal a todos los
ciudadanos. El TC subraya su argumentación haciendo
referencia a la Ley de Cohesión y Calidad del SNS.

Determinado el ámbito material de la cuestión plan-
teada, el TC pasa a estudiar las competencias que sobre
la materia tienen el Estado y las comunidades autóno-
mas, concretamente la Comunidad Autónoma de Ca-
narias.

El artículo 149.1.16.ª CE atribuye la competencia
exclusiva del Estado en materia de Sanidad Exterior y
sobre las «Bases y coordinación general de la Sanidad»
y, en este sentido, el TC remite a su propia doctrina
jurisprudencial a la hora de delimitar el concepto de
«bases». Por bases han de entenderse «los principios
normativos generales que informan u ordenan una de-
terminada materia, constituyendo, en definitiva, el
marco o denominador común de necesaria vigencia en
el territorio nacional. Lo básico es, de esta forma, lo
esencial, lo nuclear o lo imprescindible de una materia,
en aras de una unidad mínima de posiciones jurídicas
que delimita lo que es competencia estatal y determi-
na, al tiempo, el punto de partida y el límite a partir
del cual puede ejercer la comunidad autónoma, en de-
fensa del propio interés general, la competencia asumi-
da por su estatuto». El TC considera que ni la fijación
de las bases ni la coordinación general deben llegar a tal
grado de desarrollo que dejen vacías de contenido las

competencias que en esa materia hayan asumido las co-
munidades autónomas. 

La materia objeto de estudio (prestación farmacéuti-
ca y su financiación pública) corresponde a un criterio
básico en materia de sanidad. Cumple con las exigen-
cias formales, pues se regula en una norma con rango
de ley y satisface las exigencias materiales de la legisla-
ción básica, porque la financiación pública de medica-
mentos, a través del establecimiento de precios de refe-
rencia, es un aspecto de la regulación de la prestación
farmacéutica necesario para asegurar el acceso de los
ciudadanos a los medicamentos en condiciones de
igualdad. Confirmado su carácter básico, el TC consi-
dera que es al Estado al que le corresponde la regula-
ción de la materia, porque así se garantiza una unifor-
midad mínima en las condiciones de acceso a los medi-
camentos con independencia del lugar de residencia.

Ahora bien, ese nivel mínimo que corresponde fijar
al Estado puede verse mejorado por parte de las comu-
nidades autónomas, en virtud de su competencia sus-
tantiva y de su autonomía financiera. 

Alcanzado este punto, al TC se le plantea una dis-
yuntiva, pues considera factibles dos interpretaciones
para la resolución de la controversia. En estas circuns-
tancias, cuando son posibles dos interpretaciones de un
precepto, una ajustada a la Constitución y otra discon-
forme con ella, de acuerdo con el criterio hermenéuti-
co reiteradamente aplicado por el TC, debe interpre-
tarse de acuerdo con la Constitución. Por tanto, la in-
terpretación en sentido amplio de la norma que
facultaría al Gobierno de Canarias para fijar los precios
de referencia, independientemente de los mínimos es-
tablecidos por la norma básica, sería inconstitucional.
Por el contrario, la interpretación entendiendo que el
Gobierno de Canarias está facultado para fijar precios
de referencia, respetando siempre los mínimos estable-
cidos por la norma básica estatal, sería conforme a la
Constitución.

En consecuencia, el artículo 51 de la Ley del Parla-
mento de Canarias 5/1996, de 27 de diciembre, de
Presupuestos generales de la comunidad autónoma para
1997, se considera ajustado a la Constitución, pues no
vulnera lo establecido en el artículo 149.1.16.ª CE en
lo relativo a las bases y coordinación general de la Sani-
dad.
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El TC considera que ni la fijación de las bases

ni la coordinación general deben llegar a tal

grado de desarrollo que dejen vacías de

contenido las competencias que en materia

de sanidad hayan asumido las comunidades

autónomas

El TC considera ajustado a la Constitución que

las comunidades autónomas fijen precios de

referencia, siempre que respeten los mínimos

establecidos en la norma básica estatal
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Votos particulares

En discordancia con el contenido de la sentencia se
emiten 2 votos particulares, suscritos por 5 magistrados
de los 12 que integran el pleno del Tribunal Constitu-
cional:

Voto particular que formula el Magistrado D. Vicente

Conde Martín de Hijas, al que se adhieren 

los Magistrados D. Guillermo Jiménez Sánchez 

y D. Javier Delgado Barrio. 

Este voto particular, a pesar de compartir parte de los
criterios manifestados en la sentencia, discrepa con su
conclusión alcanzada. La discrepancia se basa en dos as-
pectos: por una parte, en el concepto material de bases,
concebidas como una uniformidad mínima que ha de
establecer el Estado y que puede ser mejorada por las
comunidades autónomas. Su argumentación discordante
consiste en considerar lo básico como poseedor de una
identidad propia no cuantificable, como un elemento
común, no susceptible de mejora. No se puede hablar
de igualdad básica y prestación mejorada, porque eso no
es igualdad. La igualdad debe cubrir la totalidad de la
prestación posible y no sólo un determinado contenido
o grado de ésta. Sostiene su argumentación haciendo re-
ferencia al artículo 93 de la Ley del Medicamento en el
que se reconoce el derecho de todos a obtener medica-
mentos en condiciones de igualdad en todo el territorio
nacional dentro del Sistema Nacional de Salud y al artí-
culo 23 de la Ley de cohesión y calidad del SNS en el
que se proclama que todos los usuarios del SNS tendrán
acceso a las prestaciones sanitarias reconocidas en esta ley
en condiciones de igualdad efectiva. 

Por otra parte, considera que la norma impugnada
atribuye al Gobierno de Canarias una facultad regula-
dora no sujeta a límite alguno, pues no hace referencia
a mínimos establecidos en la norma estatal y faculta al
Gobierno de Canarias a fijar en su ámbito territorial
precios de referencia.

En consecuencia, considera que debería haberse de-
clarado la nulidad de la norma impugnada, pues su in-
terpretación conduce a la inconstitucionalidad. 

Voto particular que formula el Magistrado D. José

Rodríguez-Zapata Pérez al que se adhiere el

Magistrado D. Roberto García-Calvo y Montiel.

En este voto particular, la discrepancia manifestada
en relación con el contenido de la sentencia se centra
también en dos aspectos: en primer lugar, considera
que el establecimiento de precios de referencia de pro-
ductos farmacéuticos es competencia exclusiva del Es-
tado, no sólo conforme al artículo 149.1.16.ª CE, sino

como un derecho constitucional del artículo 149.1.1.ª
CE en el ejercicio del principio de igualdad como
cláusula del Estado social y democrático de Derecho
del artículo 1.1 CE (la libertad, la justicia, la igualdad y
el pluralismo político). Por tanto, la fijación de los pre-
cios de referencia de las especialidades farmacéuticas no
debe considerarse como el mínimo común denomina-
dor exigible en todo el territorio español en el acceso
a la prestación farmacéutica del SNS, sino una condi-
ción básica para todos los ciudadanos en el ejercicio de
un derecho constitucional como es el derecho a la pro-
tección de la salud reconocido en el artículo 43 CE.

El segundo aspecto discrepante se centra en el sentido
del fallo, pues considera que debía haberse declarado in-
constitucional el artículo 51 de la ley autonómica, ya que
atribuye al gobierno autonómico competencia para re-
gular gradualmente y por grupos de medicamentos los
precios de referencia de las especialidades farmacéuticas
en el ámbito del Servicio Canario de Salud, hecho que
invade las competencias exclusivas del Estado. Tampoco
comparte la argumentación mantenida por la mayoría del
pleno al apoyar la interpretación conforme a la Constitu-
ción de la norma, pues considera que no se ajusta a lo
que el legislador pretendió con su aprobación. ■

Uno de los votos particulares considera que 

la norma impugnada atribuye al Gobierno 

de Canarias una facultad reguladora no sujeta

a límite alguno, pues no hace referencia a

mínimos establecidos en la norma estatal 

Es unánime el criterio del TC al considerar que la fija-

ción de los precios de referencia es competencia exclu-

siva del Estado, independientemente del título compe-

tencial en virtud de que se dicte.

El TC considera ajustado a la Constitución que las

comunidades autónomas fijen precios de referencia,

siempre que respeten los mínimos establecidos en la

norma básica estatal. Este criterio no lo comparte 

la totalidad del Pleno del TC y algunos magistrados

consideran que la interpretación de la norma 

manifestada en la sentencia no se ajusta al espíritu 

del legislador autonómico. 

CONCLUSIÓN


